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Derecho a la Alimentación
•	 Considerar nuevas alternativas en materia 

política y económica que hagan frente a la 
crisis de escasez alimentaria sin trasladar 
los costos a la población, garantizando el 
adecuado estímulo a la producción interna, 
un suficiente abastecimiento, la accesibili-
dad económica y la calidad de los alimen-
tos.

•	 	Garantizar un sistema de información de 
acceso público sobre las condiciones de 
la seguridad alimentaria y nutricional en 
el país, y presentar en el menor tiempo in-
dicadores actualizados y desagregados de 
obesidad, desnutrición y hambre oculta en 
la población. 

•	 Publicar una base de datos pública y accesi-
ble sobre los 30 productos esenciales de la 
dieta de la familia venezolana, que genere 
información sobre costo mensual, nivel de 
escasez y origen del producto.

•	 Instrumentar nuevas líneas de fortifica-
ción de alimentos, suplementación de nu-
trientes y formulación de nuevos alimen-
tos estratégicos.

•	 	Promover y agotar todos los mecanismos 
para propiciar el diálogo entre el sector 
agroproductivo público y privado, a objeto 
que se impulse la producción nacional y se 
disminuya la dependencia de las importa-
ciones de alimentos.

Derecho al Ambiente Sano
•	 Tomar las medidas necesarias para realizar 

progresos firmes y permanentes en materia de 
gestión, supervisión y control ambiental, así 
como asignar suficientes recursos financieros 
y personal capacitado para estas tareas. 

•	 	Rendir cuentas a la población sobre los da-
ños ambientales que causa la explotación 
petrolera y la minería ilegal, y tomar medi-
das inmediatas para detener los daños que 
estas generan, reparando la destrucción del 

hábitat con el máximo esfuerzo posible y 
encargándose de su obligación de vigilar 
el cumplimiento de las leyes ambientales 
y sancionar a quienes las infringen, sean 
organismos públicos o particulares. 

•	 Poner en marcha programas que eviten y 
prevengan la disminución de la biodiversi-
dad y la destrucción del hábitat, incluyendo 
programas de gestión integrada de los resi-
duos sólidos y de mitigación de los riesgos 
ante el cambio climático.

•	 	Suministrar información oficial oportuna 
a objeto de facilitar la labor de contralo-
ría de las organizaciones sociales y de las 
comunidades indígenas sobre los impactos 
al ambiente de los planes de desarrollo 
extractivista contenidos en el Plan Patria 
2013-2019 

•	 Desarrollar programas de gestión integrada 
de los residuos sólidos, fortalecer las insti-
tuciones y procesos necesarios para hacer 
más eficiente la gestión de los desechos.

Derecho a la Educación
•	 	Garantizar que las políticas o medidas que 

se adopten para llevar a cabo una reforma 
curricular y planes de fortalecimiento de la 
educación, aseguren la libertad de pensa-
miento y la participación de todos los invo-
lucrados en la actividad educativa, sin nin-
gún tipo de injerencia de carácter político, 
ideológico o militar. 

•	 	Tomar todas las medidas necesarias para 
frenar el progresivo deterioro de la calidad 
de la educación y dar prioridad a corregir 
las fallas de habilidades matemáticas y de 
lectura de todos los niños, niñas y adoles-
centes, asegurando un sistema de evalua-
ción de aprendizajes compatible con están-
dares internacionales.

•	 	Aplicar los correctivos necesarios para fre-
nar el descenso en la tasa de crecimiento 
de la educación inicial.
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•	 	Mejorar las condiciones laborales y de 
profesionalización del cuerpo docente. In-
centivar y jerarquizar la carrera docente, 
fundamentalmente en aquellas disciplinas 
donde se diagnostiquen déficits

•	 	Impulsar un plan de construcción y man-
tenimiento de la infraestructura física, 
ambiental y de seguridad de los planteles 
educativos, particularmente de educación 
primaria y media.

Derechos Laborales
•	 	Respetar el derecho a la contratación co-

lectiva mediante la activación, discusión y 
firma de las convenciones colectivas ven-
cidas principalmente en las instituciones y 
empresas del Estado.

•	 	Respetar plenamente el derecho a la liber-
tad sindical, poniendo fin a las medidas 
administrativas y judiciales que la obsta-
culizan y criminalizan.

•	 	Garantizar el cumplimiento de la Ley Or-
gánica del Trabajo (LOTTT), especial-
mente por parte de los organismos y em-
presas del Estado, en materias tales como: 
la indemnización por despido, el pago de 
prestaciones sociales y la incorporación 
del personal tercerizado a nomina fija.

•	 	Reconocimiento del mecanismo de diá-
logo social tripartito entre trabajadores, 
trabajadoras, entes empleadores del sector 
público y privado, y el Estado, establecido 
por la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT), en temas como la fijación del 
salario mínimo y el diseño de las política 
públicas laborales, especialmente para mi-
tigar la pérdida del poder adquisitivo del 
salario real, adoptando medidas eficaces 
para el control de la inflación.

•	 	Investigar de manera pronta, eficaz y trans-
parente los asesinatos de sindicalistas, tra-
bajadoras y trabajadores a manos del sica-

riato o con motivo de hechos de violencia 
asociados a la actividad sindical, así como 
determinar a los culpables e imponer san-
ciones a sus responsables

Pueblos Indígenas
•	 Presentar avances reales y concretos en 

los procesos de demarcación de tierras de 
todos los pueblos indígenas y en el otor-
gamiento de sus títulos de propiedad; así 
como en la aplicación de medidas efecti-
vas para sacar la minería ilegal de los terri-
torios indígenas, garantizando el acceso a 
medios de subsistencia en la zona y sancio-
nes severas contra prácticas de explotación 
o control económico que ejerzan efectivos 
militares, funcionarios o privados.

•	 	Poner en práctica en el plazo más breve po-
sible el derecho de los pueblos indígenas a 
la consulta previa, libre y debidamente in-
formada sobre todos los proyectos gasífe-
ros, petroleros y mineros que se lleven a 
cabo en sus territorios; así como presentar 
los estudios de impacto ambiental y socio-
cultural de dichos proyectos a los pueblos 
indígenas afectados y a los ciudadanos en 
general.

•	 Garantizar el derecho a la salud, alimenta-
ción y educación de todos los integrantes de 
los pueblos indígenas, sin que valgan excu-
sas basadas en las diferencias culturales o 
en la inaccesibilidad geográfica; y a su vez 
asegurar la plena participación de todos los 
pueblos indígenas en las decisiones relacio-
nadas con estas materias para asegurar que 
estás sean adecuadas a sus costumbres y or-
ganizaciones tradicionales. 

•	 Dar cumplimiento a lo establecido en el 
artículo 260 de la CRBV y Titulo VII de la 
LOPCI, que reconocen la existencia de la 
jurisdicción indígena para la aplicación de 
instancias de justicia en sus hábitats, con 
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base a sus tradiciones ancestrales y apro-
bar previa consulta a los pueblos indígenas 
e interesados, la Ley de Administración de 
Justicia Indígena.

•	 	Impedir la impunidad en los casos de ase-
sinatos, agresiones, actos violentos o ata-
ques contra miembros de comunidades 
indígenas.

Derecho a la Salud
•	 	Aumentar el porcentaje del PIB destinado 

al sector salud y garantizar un presupuesto 
adecuado para fortalecer el sistema públi-
co de salud.

•	 	Mejorar las condiciones laborales y de 
profesionalización de los distintos gremios 
que integran el sector salud, garantizar un 
salario digno y otros beneficios sociales a 
los profesionales y técnicos de la salud sin 
discriminación de ninguna especie, e ini-
ciar con estos la discusión de sus contra-
taciones colectivas vencidas y el cumpli-
miento de las vigentes.

•	 	Presentar a la brevedad posible una eva-
luación exhaustiva y detallada del estado 
de los centros hospitalarios y ambulato-
rios de la salud pública en todo el país y 
convocar a todos los sectores nacionales 
públicos –incluyendo gobernaciones y al-
caldías- privados y organizaciones de per-
sonas afectadas, incluyendo la ayuda que 
puedan prestar agencias de las Naciones 
Unidas, para cooperar en la recuperación 
de las capacidades del sistema de la salud 
pública en Venezuela. 

•	 Adoptar con la debida diligencia soluciones 
efectivas para asegurar la disponibilidad, 
distribución y dotación permanente de in-
sumos, reactivos, medicamentos y equipa-
miento de los servicios de la salud públi-
ca, dando prioridad a todos los grupos de 
personas cuya salud pueda verse en riesgo. 

Fortalecer lo antes posible los programas de 
salud pública dirigidos a frenar y reducir las 
endemias y epidemias en el país, con énfa-
sis en malaria, VIH y tuberculosis.

•	 Crear una norma de reorganización de los 
centros de salud públicos que permita su 
efectiva integración como sistema y garan-
tice acceso, oportunidad, calidad y conti-
nuidad de la atención a lo largo de todo el 
país, con un presupuesto público suficiente.

Derecho a la Seguridad Social
•	 Garantizar que la Asamblea Nacional 

genere una amplia consulta y participa-
ción de los sectores involucrados, apro-
bando definitivamente las leyes que re-
gularán los regímenes prestacionales de 
salud y pensiones.

•	 Promover la implementación y funciona-
miento de la institucionalidad del Sistema 
Nacional de Seguridad Social.

•	 Fiscalizar que los entes públicos solventen 
la alta morosidad que tienen con el IVSS.

•	 Brindar cifras desagregadas sobre el nú-
mero de pensiones otorgadas de acuerdo 
a las diversas contingencias contempla-
das en la Ley del Seguro Social, entre 
ellas las pensiones regulares otorgadas 
por vejez, para que, a través de la con-
traloría social se avance hacía la univer-
salización de la cobertura del sistema de 
pensiones hasta cubrir a todas las muje-
res y hombres mayores de 55 y 60 años 
de edad, respectivamente.

•	 Igualar las pensiones de invalidez e in-
capacidad al salario mínimo.

Derecho a la Tierra
•	 Convocar a un amplio diálogo que incluya 

a todos los sectores involucrados (campesi-
nos, productores pequeños y medianos; la 
agroindustria, los gremios empresariales, 
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facultades de agronomía, expertos ambien-
talistas y agrícolas, y los organismos públi-
cos involucrados en la gestión de la política 
agraria) para analizar y evaluar los resulta-
dos e impactos de la acción gubernamental, 
con miras a lograr consensos que contribu-
yan al desarrollo rural integral.

•	 	Garantizar la transparencia y el cumpli-
miento del debido proceso en los casos de 
rescate y regularización de tierras, y la in-
demnización de las tierras expropiadas.

•	 	Estimular y apoyar a los productores de aque-
llos rubros agrícolas necesarios para garanti-
zar la seguridad alimentaria de la población, 
estableciendo un sistema de apoyo y supervi-
sión técnica, y otorgamiento de créditos con 
control y acompañamiento para pequeños 
productores y cooperativas a partir de las ex-
periencias exitosas existentes en este campo, 
limitando progresivamente las importaciones 
de alimentos a lo estrictamente necesario para 
abastecer el consumo nacional. 

•	 	Revertir la implementación de las “milicias 
campesinas”, “cuerpos campesinos com-
batientes” o cualquier otra organización 
similar, por ser contraria a los principios 
constitucionales y legales que garantizan 
la exclusividad del Estado en la garantía 
del derecho humano a la seguridad, en este 
caso de la vida, integridad y seguridad de 
los campesinos afectados por la violencia.

•	 	Acelerar las investigaciones de los asesi-
natos y violaciones a los derechos huma-
nos denunciados por las organizaciones 
campesinas; y que garantice la no crimina-
lización del movimiento campesino invo-
lucrado en el proceso de rescate de tierras 
y lucha contra el latifundio.

Derecho a la Vivienda
•	 Establecer canales de diálogo y partici-

pación con todos los actores relacionados 
con la vivienda y el hábitat en el país, es-
pecialmente con las comunidades sin casa, 
gremios de trabajadores del sector construc-
ción y el sector privado.

•	 Implementar un sistema transparente para 
la adjudicación de viviendas, que permita a 
sus beneficiarios y a la contraloría social ve-
rificar el estado del proceso de construcción 
y adjudicación de las mismas.

•	 Garantizar la tenencia de las viviendas y los 
títulos de propiedad, tanto de las asignadas 
por medio de programas sociales como las 
adquiridas sin ayudas del Estado. 

•	 Establecer medidas para aumentar la pro-
ducción nacional de materiales de construc-
ción con el fin de evitar la paralización o 
el incumplimiento de plazos de entrega en 
los programas sociales de vivienda, y posi-
bilitar que los y las ciudadanas rehabiliten y 
consoliden sus viviendas.

•	 Garantizar que los proyectos de vivienda 
ejecutados por el sector público y privado, 
cumplan con condiciones de habitabilidad 
en cuanto a la calidad de los materiales em-
pleados para su construcción, y a la disponi-
bilidad de servicios públicos de agua pota-
ble, aguas servidas, transporte, electricidad.

Derechos Civiles y Políticos

Derecho a la integridad personal
•	 	Armonizar el concepto de tortura conteni-

do en el artículo 17 de la Ley Especial para 
Prevenir la Tortura y otros Tratos Crueles, 
Inhumanos o Degradantes y armonizarlo 
con el del artículo 1 de la Convención con-
tra la Tortura.
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•	 Crear un programa nacional descentraliza-
do para la rehabilitación integral de vícti-
mas de tortura y la creación de un Fondo 
Nacional de Indemnización, e implementar 
un programa de capacitación a funcionarios 
de la Medicatura Forense en la identifica-
ción de signos de tortura, y velar por que 
los exámenes médico forenses practicados a 
víctimas de tortura se realicen con sujeción 
a lo previsto en el Protocolo de Estambul.

•	 	Velar por el estricto cumplimiento de la 
Ley Especial para Prevenir y Sancionar la 
Tortura y otros Tratos Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, sancionando a los funcio-
narios que incurran en los delitos allí tipi-
ficados, para que ello contribuya a reducir 
el alto grado de impunidad de los actos de 
tortura. 

•	 	Garantizar la publicación de estadísticas 
públicas específicas y desagregadas por 
tipo de delito, ubicación geográfica, carac-
terización de la víctima y de los victima-
rios, por parte de las instituciones guber-
namentales.

Derecho a la justicia
•	 Garantizar la independencia del Poder judi-

cial, preservando la autonomía en la toma 
de decisiones judiciales que afecten a las 
altas autoridades del Estado, así como la 
autonomía presupuestaria y cumplir con la 
normativa constitucional referente a la or-
ganización de concursos públicos de oposi-
ción para la designación de jueces y juezas, 
y de los procesos de destitución para for-
talecer la independencia del Poder Judicial.

•	 Revertir el proceso de avance hacía la “justi-
cia sin rostro” contenida en la Ley del Cuer-
po Nacional Contra la Corrupción, por ser 
contrario al artículo 49 de la CRBV y viola-

torio del debido proceso. Revertir la promo-
ción de la figura del “patriota cooperante” 
en juicios seguidos contra ciudadanos, por 
ser contraria a la CRBV y violatoria del 
debido proceso. Detener la instrumentaliza-
ción del sistema de administración de justi-
cia para criminalizar a la disidencia política 
y a quienes ejercen el derecho a la manifes-
tación y a la huelga y abstenerse de emplear 
la justicia militar para juzgar a civiles.

•	 Desarrollar políticas e implementar medi-
das urgentes para garantizar el acceso a la 
justicia y adoptar medidas para la disminu-
ción del retardo procesal y para la adminis-
tración pronta y oportuna de los mecanis-
mos de administración de justicia.

•	 Revertir el retiro de Venezuela de las com-
petencias de la Corte Interamericana de los 
Derechos Humanos, dando efectivo cum-
plimiento a sus decisiones.

•	 Realizar las actuaciones necesarias para 
prevenir y erradicar la impunidad, especial-
mente en los casos en que miembros de los 
cuerpos armados del Estado se encuentran 
involucrados en delitos.

Derecho a la libertad personal
•	 	Descartar la realización por parte de los 

organismos de seguridad, en especial 
Guardia Nacional Bolivariana y cuerpos 
policiales, de operativos de seguridad bajo 
la modalidad “redada” o “madrugonazos”, 
las cuales producen detenciones masivas y 
arbitrarias de ciudadanos inocentes.

•	 	Tomar las medidas necesarias para garan-
tizar la vida e integridad de las personas 
privadas de libertad en los retenes y otras 
dependencias administrativas asegurando 
que las personas no permanezcan más de 
48 horas detenidas en sus instalaciones.
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•	 Garantizar la efectividad del habeas corpus 
y sancionar adecuadamente a las autoridades 
que no cumplan con el mandato judicial.

•	 	Investigar y sancionar los casos de desapa-
rición forzada y cumplir la sentencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos sobre caso desaparecidos de Vargas.

Derecho a la Participación
•	 Los funcionarios públicos deben garanti-

zar el derecho a la participación sin nin-
gún tipo de discriminación de todas las 
personas en todos los ámbitos de la fun-
ción pública.

•	 Garantizar el cumplimiento por parte de los 
organismos de seguridad y demás funciona-
rios del Estado de los artículos 53 y 68 de la 
Constitución Nacional, que garantizan los 
derechos de reunión y manifestación pacífi-
cas y revertir las normas dirigidas a restrin-
gir el ejercicio de estos derechos. Garantizar 
la seguridad y la protección a la integridad 
personal de quienes participen en manifes-
taciones y reuniones pacificas, sin discrimi-
nación de ningún tipo.

•	 Promover un amplio diálogo que impul-
se la reconciliación nacional, adoptando 
medidas que contribuyan a ese objetivo, 
comenzando por otorgar una amplia am-
nistía política y social que posibilite la 
libertad de las personas encarceladas por 
razones políticas, de los dirigentes y acti-
vistas sociales, comunitarios y sindicales 
procesados por manifestar pacíficamente, 
por ejercer el derecho a huelga, por reali-
zar acciones de protesta en lugares públi-
cos, ocupar tierras o viviendas o cualquier 
acción pacífica en defensa de los derechos 
humanos. Sólo deberán ser excluidos de 
esa amnistía aquellos acusados de graves 
violaciones a los derechos humanos o de 

la perpetración de actos u acciones terro-
ristas que hayan ocasionado pérdidas de 
vidas humanas.

•	 Eliminar de las leyes la obligatoriedad y 
condicionamiento de participación a la 
construcción de un Estado Comunal ya 
que contraría los principios y preceptos de 
la CRBV y crea una modificación y altera-
ción medular que atenta contra la estabili-
dad y mantenimiento del estado de Dere-
cho y el sistema democrático venezolano.

Derecho a la vida
•	 	Crear políticas públicas dirigidas a preve-

nir y tratar los casos de violación al dere-
cho a la vida. 

•	 Abrir una averiguación sobre los casos de 
muertes en enfrentamientos para proceder a 
la ejecución de las medidas judiciales perti-
nentes y así adoptar las acciones necesarias 
para evitar este tipo de fallecimientos.

•	 Afrontar la impunidad de las violaciones al 
derecho a la vida con iniciativas conjuntas 
del Poder Judicial, Ministerio Público y De-
fensoría del Pueblo, que permitan acelerar 
las investigaciones y el desarrollo de los jui-
cios para sancionar a los responsables.

•	 	Consolidar la iniciativa del Ministerio Pú-
blico de proseguir la ampliación de uni-
dades criminalísticas a nivel nacional con 
el Plan de Seguimiento de Casos sobre 
Violaciones de Derechos Fundamentales, 
y reactivar la publicación de estadísticas 
interrumpidas a partir del 2008.

•	 	Mantener una vigilancia estricta sobre la 
actuación de los funcionarios policiales, 
de seguridad y de la Fuerza Armada Na-
cional Bolivariana, creando conciencia del 
respeto absoluto al derecho a la vida y la 
magnitud de las ejecuciones acaecidas en 
el país en el pasado reciente.


